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Sr. S. de Vega, presidente y  
ponente 
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 3 de 
diciembre de 2025, con asistencia 
de los miembros que se expresan 
al margen, emitió, por unanimidad, 
el siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
Sra. Ares González, consejera  
Sr. Herrera Campo, consejero  
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 

DICTAMEN 451/2025 
 

I 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
El día 29 de octubre de 2025 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 

la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de resolución del 
contrato de suministro, adquisición, sustitución e instalación de tres equipos 
de aire acondicionado para el edificio municipal polivalente “ccccʺ, suscrito 
entre el Ayuntamiento de xxxx y la empresa qqqq, S.L. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 6 de octubre de 2025, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 451/2025, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal y como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su 
ponencia al consejero Sr. S. de Vega. 

 
Primero.- Por Decreto n.º 2025-0481, de 11 de septiembre de 2025, 

de la Alcaldía del Ayuntamiento de xxxx, se adjudica a qqqq, S.L., el contrato 
de suministro, adquisición, sustitución e instalación de tres equipos de aire 
acondicionado para el edificio municipal polivalente “ccccʺ, de xxxx, por un 
importe de 34.243,61, euros (IVA incluido). 

 
El plazo de ejecución es de dos meses a contar desde su formalización. 

El contrato se formaliza el 26 de septiembre 2025. 
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Segundo. En informe de Alcaldía de 8 de octubre de 2025 se pone de 
manifiesto “la imposibilidad sobrevenida de ejecución por error en el Pliego de 
Cláusulas Administrativas Particulares y en el Pliego de Prescripciones Técnicas 
de conformidad con lo establecido en el artículo 211.1.f) y 221.1.g) de la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (…). 

 
»El pliego definió un objeto que no satisface la necesidad real, al 

resultar necesaria la instalación de un número mayor de equipos, lo cual vicia 
el objeto contractual”. 

 
  Tercero.- El 14 de octubre de 2025 la secretaría municipal emite 
informe sobre la legislación aplicable y del procedimiento a seguir en relación 
con la resolución del contrato. 

 
Cuarto.- Por Decreto n.º 2025-0528, de 14 de octubre, de la Alcaldía, 

se incoa expediente de resolución del contrato, “[l]o que conllevaría los efectos 
correspondientes de conformidad con lo establecido en los artículos 213 y 
307 de la LCSP.” 

 
Quinto.- Consta en el expediente un informe de los servicios técnicos 

municipales de 14 de octubre de 2025, en el que se indica lo siguiente: 
 

“La imposibilidad de ejecución del contrato deriva de una causa 
sobrevenida y objetiva, ajena tanto al contratista como a la Administración, que 
imposibilita el, cumplimiento del objeto contractual sin vulnerar los principios 
de legalidad y eficiencia en el gasto público. 
 

»Sin posibilidad de exigir la ejecución de cosa distinta a lo 
contratado, resultando una modificación sustancial prohibida contemplada en 
el artículo 204 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público (…)”. 
 

Sexto.- Concedido el trámite de audiencia, el 24 de octubre 2025 la 
contratista presenta alegaciones en las que se opone a la resolución del 
contrato. Alega que no existe imposibilidad sobrevenida de ejecución del 
contrato imputable al contratista y defiende el derecho a la conservación del 
contrato, con base en la posible modificación del contrato. Subsidiariamente, 
solicita la devolución de la garantía, el abono de todos los gastos efectivamente 
realizados y acreditables y la indemnización de daños y perjuicios por lucro 
cesante. 
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Asimismo, pide la incorporación al expediente de los informes técnicos 
y cálculos de cargas térmicas que fundamentan la decisión municipal y, para 
el caso de que se conservase el contrato, que se acuerde la ampliación del 
plazo de ejecución del contrato. 
 

Séptimo.- El 28 de octubre de 2024 se formula propuesta de resolución 
del contrato, al considerar que el motivo de resolución “se encuadra dentro 
del supuesto previsto en la cláusula decimosexta del Pliego de Cláusulas 
Administrativas que rige el contrato y en la causa de resolución prevista en el 
artículo 211.f) y 211.1.g), así como el artículo 204 de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público” (LCSP). 

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 

 
II 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
 

1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 
expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),3º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 1.e), del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014, del Pleno del Consejo Consultivo de Castilla y león, por el 
que se determina la composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento de resolución contractual se regula en el artículo 

191 de la LCSP, que establece como trámites preceptivos la audiencia al 
contratista y, cuando se formule oposición por parte de este, el dictamen del 
Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma 
respectiva. Por su parte, el artículo 109.1.b) del Reglamento General de la 
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por el Real 
Decreto 1098/2001, de 12 de octubre (RGLCAP), impone la audiencia al 
avalista o asegurador cuando se propone la incautación de la garantía. En este 
caso, el procedimiento se ha iniciado de oficio y la contratista ha manifestado 
su oposición a la resolución del contrato. Por su parte, la Administración 
consultante propone la devolución de la garantía al contratista, por tanto, no 
se precisa audiencia al avalista. 
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La competencia para acordar la resolución del contrato y determinar 
sus efectos corresponde al órgano de contratación, de acuerdo con los 
artículos 190 y 212 de la LCSP y 109 del RGLCAP. 
 

3ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre un expediente de 
resolución de un contrato de suministro, iniciado de oficio, por considerar el 
órgano de contratación que el número de equipos de aire acondicionado 
previsto a suministrar (tres unidades) resulta insuficiente para cubrir las 
necesidades reales y funcionales del inmueble, conforme a las características 
estructurales. Entiende el órgano de contratación que el pliego define un 
objeto que no satisface la necesidad real, y que no es posible su modificación 
en los términos del artículo 204 de la LCSP. Fundamenta la resolución en las 
causas previstas en los artículos 211.1, letras f) y g) de la LCSP. 
 

Este Consejo Consultivo ha señalado de forma reiterada, entre otros en 
el Dictamen 269/2022, que en el caso de concurrencia de varias causas de 
resolución de un contrato administrativo debe aplicarse de manera preferente la 
causa que se hubiere producido antes desde un punto de vista cronológico. 
Por ello, cuando concurren diversas causas de resolución del contrato, con 
diferentes efectos en cuanto a las consecuencias económicas de la extinción, 
debe atenderse a la que haya aparecido con prioridad en el tiempo. La 
jurisprudencia del Tribunal Supremo aprecia la prioridad en el tiempo para 
determinar la causa determinante de la resolución contractual. En este sentido 
resulta de interés la sentencia de 9 de enero de 2012: “(…) existían dos causas 
de resolución, que producían efectos económicos distintos, la paralización de 
las obras por período superior a ocho meses y la modificación del proyecto 
inicial en un porcentaje superior al 20 %. La primera causa de resolución en 
el tiempo fue la paralización de las obras, por lo que debió de aplicarse de 
manera preferente la causa que se hubiera producido primero desde el punto 
de vista cronológico (…)”. La citada doctrina se ha plasmado en el vigente 
artículo 211.2 de la LCSP, que dispone que “En los casos en que concurran 
diversas causas de resolución del contrato con diferentes efectos en cuanto a 
las consecuencias económicas de la extinción, deberá atenderse a la que 
haya aparecido con prioridad en el tiempo”. Por ello, es preciso analizar en 
primer lugar, la causa prevista en el artículo 211.1.d), junto con la causa 
específica prevista en el artículo 245.a), y sobre las que existe oposición por 
parte del contratista. 
 

En primer término se invoca la causa de resolución del artículo 211.1.f) 
de la LCSP. Dicho precepto considera causa de resolución “El incumplimiento 
de la obligación principal del contrato” que, en principio, cabe identificar con 
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la prestación que constituya su objeto. Como manifestó el Consejo de Estado 
en su Dictamen 1116/2015, de 10 de marzo de 2016, sobre el anteproyecto 
de la ley de contratos del sector público, con esta previsión, que carece de 
antecedentes en normas anteriores, la LCSP resuelve la dificultad interpretativa 
que planteaba el texto refundido de la Ley de Contratos de 2011 en los casos 
en los que los pliegos declaraban esenciales varias de las obligaciones 
accesorias imputables al contratista, pero omitían, sin embargo, esa calificación 
en lo que atañe al objeto mismo del contrato (la realización de la obra, la 
entrega del suministro o la prestación del servicio) por su obviedad.  

 
En cualquier caso y como se desprende del tenor del artículo 211.1.f) 

de la LCSP, la apreciación de esta causa exige el incumplimiento por el 
contratista de la obligación principal del contrato, comportamiento que no 
concurre en el supuesto analizado en este dictamen. 

 
No debe obviarse que la controversia trae causa de un error en la 

determinación del objeto del contrato de suministro, imputable a la propia 
Administración consultante, al constatar que, para la adecuada climatización 
de las dependencias del edificio, es preciso incrementar el número de 
unidades de climatización a instalar. Así se dispone expresamente en la 
propuesta de resolución cuando señala que “el contrato no puede ejecutarse 
válidamente en los términos aprobados, pues el error en la definición del 
objeto contractual vicia su causa y finalidad, al no satisfacer la necesidad 
pública que motivó la contratación, concurriendo así una causa de resolución 
por imposibilidad sobrevenida de la prestación, conforme al artículo 211.1.f) 
de la LCSP.” 

 
Por consiguiente, al no existir incumplimiento de la obligación principal 

del contrato, no concurre en este supuesto la causa de resolución invocada. 
 
En otro orden, la contratista manifiesta su oposición a la resolución del 

contrato y propone modificar el contrato.  
 
Frente a ello, la Administración argumenta la imposibilidad de la 

modificación contractual interesada, por cuanto la necesidad de instalar un 
número superior de equipos supone una alteración esencial del objeto, del 
precio y de las condiciones de licitación, por lo que concluye la procedencia 
de la resolución del contrato en virtud del 211.1.g) de la LCSP. Al respecto, 
la propuesta de resolución manifiesta: “Dicha modificación alude a que la 
propia documentación aportada por la mercantil no solo excedía del 20% del 
precio de contrato previsto en el artículo 204 de la Ley 9/2017, de Contratos 
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del Sector Público (LCSP), sino que presenta una alteración global de la propia 
naturaleza del contrato contemplada en el apartado 2 del artículo 204 de la 
LCSP, puesto que el presupuesto aportado previamente y posteriormente 
incluye unos equipos en su totalidad completamente diferentes a los 
establecidos en los Pliegos de Prescripciones Técnicas”. 
 

Dicho lo que anticipa, no procede resolver el contrato por la causa de 
resolución prevista en el artículo 211.1.g) de la LCSP (“La imposibilidad de 
ejecutar la prestación en los términos inicialmente pactados, cuando no sea 
posible modificar el contrato conforme a los artículos 204 y 205; o cuando 
dándose las circunstancias establecidas en el artículo 205, las modificaciones 
impliquen, aislada o conjuntamente, alteraciones del precio del mismo, en 
cuantía superior, en más o en menos, al 20 por ciento del precio inicial del 
contrato, con exclusión del Impuesto sobre el Valor Añadido”), en la medida 
que, conforme a las circunstancias concurrentes, no se aprecia imposibilidad 
técnica de ejecución del contrato en los términos inicialmente pactados por 
causas sobrevenidas.  

 
Efectivamente, este Consejo no comparte el criterio de la propuesta de 

resolución, que sitúa el origen de la imposibilidad de ejecución del contrato 
en “una causa sobrevenida y objetiva, ajena tanto al contratista como a la 
Administración, que imposibilita el cumplimiento del objeto contractual sin 
vulnerar los principios de legalidad y eficiencia en el gasto público”. Por el 
contrario, corresponde al órgano de contratación apreciar las necesidades 
específicas a satisfacer con la ejecución del contrato, siendo la determinación 
del objeto una facultad que a él solo corresponde. Y en este caso ha quedado 
patente en el expediente la falta de diligencia debida en la elaboración de los 
pliegos, de forma tal, que el objeto definido no es adecuado a las necesidades 
reales de climatización del edificio, al resultar necesaria la instalación de un 
número mayor de equipos. 
 

Tal circunstancia no puede interpretarse como causa de resolución, ni 
por incumplimiento del contratista ni por imposibilidad de ejecución, pues la 
propia Administración consultante admite la defectuosa delimitación del objeto 
del contrato, imputable exclusivamente a ella. Únicamente se constata una 
voluntad unilateral de terminación del contrato que se compadece más con 
un desistimiento del contrato que con las causas de resolución alegadas. 
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III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
No procede resolver, por las causas invocadas por la Administración 

consultante, el contrato de suministro, adquisición, sustitución e instalación 
de tres equipos de aire acondicionado para edificio municipal polivalente 
“ccccʺ, suscrito entre el Ayuntamiento de xxxx y la empresa qqqq, S.L. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 

 


